
Entrada No. 990-17 Magistrado Ponente:.Luis Mario
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ereóro, oÉeenÁ oeuosrmR uN cAMBro súsrergnl er rn snulctóu eco¡¡ómlcl oE LAs PARTES, sAt-vo Los
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ALTMENnC|A Y DrcTA OTRAS DISPOSICIONES).

Panamá,

VISTOS:

REPÚBLrcA DE PANAMA
óncnNo JUDtctAL

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA- PLENO

.,,
ho (18) de Abril.,de dos dieciocho (2018)

En conocimiento del Pleno de la Corte Suprema de Justicia se encuentra la

de inconstitucionalidad promovida por el licenciado AMaro Antonio Hernández Zambrano

su propio nombre y representación, para que se declare inconstitucional el texto que d

"Para tal efecto, deberá aportar las pruebas que justifiquen su petición que d

demostrar un cambio sustancial en la situación económica de las partes,-salvo los

comprendidos en los numerales 1 y 2 del artículo siguiente, en los cuales procede de ma

inmediata la revisión de la cuota. En caso de serjustificada la revisión para elaumento, re

o suspensión...", elcualse encuentra contenido en elartículo 9 de la Ley 45 de 14 de

de 2016, que reforma la Ley 42 de2012, General de Pensión y dicta otras disposiciones

Una vez admitida la demanda, se corrió traslado a la Procuradora General

Nación, y luego de surtido dicho trámite, se procedió a conceder el término legal pa

presentación de alegatos.

I. LA NORMA ACUSADA DE INCONSTITUCIONAL:

Mediante memorial visible a foja 1 a 4, se demanda de inconstitucional una parte

artícufo 9 de la Ley 45 de 14 de octubre de 2016, que reforma la Ley 42 de 2012, Genera

Pensión y dicta otras disposiciones;que dice asl:

,,Para tal efecto, deberá aportar las pruebas que justifiquen su petición que

deberán demostrar un cambío sustancial en la situación económica de las partes, salvo

los casos comprendidos en los numerales 1 y 2 del artfculo siguiente, en los cuales
procede de mañera inmediata la revisión de la cuota. En caso de serjustificada la revisión
para el aumento, rebaja o suspensión...".
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II. FUNDAMENTOS DE LA DEMANDA:

Explica et proponente que la Ley General de Penslón Alimenticiá establece la

sustantiva y adjetiva del proceso especial de alimentos. Señala que la ley cuenta con no

que vulneran preceptos constitucionales, dado que exigen al beneficiario o al oblig

presentar un justificativo junto a la solicitud de modiflcación de la pensión alimenticia.

Refiere que al exigir taljustificativo junto a la solicitud se veda el derecho de ha

solicitud sin formalismo, al que se antepone el derecho a probar sin que se haya concu

acto de audiencia, que es donde se da el contradictorio.
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Plantea gue en materia de familia es en el acto de audiencia en donde se soli

presentan las pruebas, de manera que al exigirse un justificativo que valide el aumento,

o suspensión de la pensión alimenticia, se legitima una norma que no se inspira en los princi

de simplificación de trámites, economía y ausencia de formalismo.

III. DISPOSICIONES Y CONCEPTO DE LA INFRACCION ALEGADA:

El accionante aduce la violación directa por omisión del numeral 1 delartlculo 215

Constitución Polltica. Segrin el demandante, la Ley General de Alimentos establece q

solicitar la modificación de la pensión alimenticia debe el solicitante presentar pruebas

justifiquen la petición para luego ser admitida y se fije la fecha de audiencia en la

discutirá si es viable o no la modificación de la pensión.

Alega que la exigencia que hace la norma al estableoer que el solicitante p te

O pruebas junto con la soticitud, da lugar que el trámite del proceso sea complejo, ya que liga

que el juez deba examinar en primera instancia si las pruebas tíenen mérito para llam ra

audiencia, cuando lo que debería proceder es que el solicitante solo deba exponer las

de su reclamo al derecho de alimentos, en tianto que lo probatorio efechia en la

audiencia.

De acuerdo con el demandante eltexto censurado, es contrario al principio de e

procesal pues genera un trámite burocráticq innecesario.

IV. OPINIÓN¡ DEL MINISTERIO PÚBLICO:

De acuerdo con lo dispuesto en el artlculo 2563 del Código Judicial, el Procurador la

Administración por medio de la Vista No. 198 de 18 de oc'tubre de 2017(fs. 11'20) e itió

concepto sobre la demanda de inconstitucionalidad en cuestión, refiriendo en lo medu

siguiente:
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"Una vez estudiados los argumentos vertidos por quien promueve la demanda de
inconstitucionalidad, procedo a desanollar las apreciaciones jurldicas relacionadas con el
tema que se somete al análísis.

En primera instancia, es dable mencionar que el control constitucional concedido
a la Corte Suprema de Justicia, lo regulan ciertos priñcipios transcendentales que
permiten el ejercicio puntual de aquellos aclos que logren afectar el carácter totalitado y
universal de lo dispuesto en nuestra Carta Magna.

En tal sentido, se observa la vigencia del principio de estricto derecho que se
cierne sobre el planteamiento de la demanda de inconstitucionalidad en cuanto a la norma
acusada, por tanto, el tribunal se ve limitado a variar o modificar el precepto señalado, asf
como los motivos de la impugnación.

Tal particular, reviste de importancia al mirar que el @nsor ha solicitado la
declaratoria de inconstitucionalidad sobre el artlculo 9 de ]a Ley 45 de 14 de octubre de
2016, el cual cito a continuación:

?rtlculo 22. Revisión de la cuota. Una vez fijada la cuantía de la
pensión alimenticia definitiva, cualquiera de las partes podrá solicitar su
revisión en el término de un año. Para tal efecto, deberá aportar las
pruebas que justifiquen su petición que debeÉn demostrar un cambio
sustancial en la situación económica de las partes, salvo en los casos
comprendidos en los numerales 1 y 2 del artlculo siguiente, en el cual
procede de manera inmediata la revisión de la cuota.

En caso de ser justificada la revisión para el aumento, rebaja o
suspensión, la autoridad competente admitiÉ la solicitud conespondiente
y procederá a fijar la fecha de la audiencia respec'tiva.

En caso de que proceda la variación de la cuota, esta surtirá efectos
a partir de la resolución respectiva y no se devolverán las sumas de dínero
que se hayan recibido en concepto de pensión alimenticia en los casos de
las rebajas y las suspensiones que se determinen".

Dicha disposición nace a la vida jurfdica como reforma legislativa al artfculo 22 de
laLey 42 de 7 de agosto de2O'12, que establece lo que sigue:

?rtículo 22. Revisión de la cuota. Una vez fijada la cuantía de la
pensión alimenticia definitiva y transcunido más de se¡s meses, cualquier
de las partes podrá solicitar su revisión.

Para tal efec{o, deberá aportar las pruebas que justifiquen su
petición que deberán demostrar un cambio sustancial en la situación
económica de las partes, salvo el caso comprendido en el numeral 2 del
artículo siguiente, en elcualprocede de manera inmediata la revisión de la
cuota.

En caso de ser justificada la revisión para el aumento, rebaja o
suspensión, la autoridad competente admitirá la solicitud conespondiente
y procederá af[arlafecha de la audiencia respectiva.

En caso de que proceda la variación de la cuota, esta surtirá efectos
a partir de la rcsolución respec{iva y no se devolverán las sumas de dinero
que se hayan recibido en concepto de pensión alimenticia en los casos de
las rebajas y las suspensiones que se determinen".

De las transcripciones legales expuestas, se refleja que el formalismo atacado por
el @nsor, fue dispuesto como se resalta en el artlculo 22 delaLey 42 de 7 de agosto de
2012, estableciéndose en aquel entonces la necesidad de pruebas justificativas para la
revisión de la cuota de la pensión alimenticia.

Gomo es notar en la transcripción literal del artfculo 22 de la Ley 42 de 7 de agosto
de2012, con su respectiva reforma, se procedió a extendereltérmino para la solicitud de
revisión de cuota, una vez aplicada la pensión alimenticia y además incluyó otro supuesto

g?'
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excepcional en los casos que proceda la inmed¡ata revisión de la cuota de pensión

alimentaria.

Tal precisión es importante, al percibir que la reforma legislativa que ha sido

acusada de-inconstitucionaisolo se realizó en la vfa de extender y potenciar el derecho a

loJ alimentos que mantienen las personas con derecho a ello, protegidos por disposición

constitucional, convencional y legal.

Esto demuestra que el activador constitucional considera que una disposición

legal transgrede los prin-cipios procesales que desanolla nuestra Carta de Derechos

Fündamenlales con ün criter¡o'de impugnación que no aggmg1ña.su pretensión, al

destacar que el artículo 9 de la Ley 45 de 14 de octubre de 2016, incluyó la solicitud de
pruebas jdstificativas, situaclón que habla sido instaurada al momento de aprobar la Ley

General de Pensión Atimenticia, en elaño 2012.

Tales supuestos vistos, desde la óptica del debate de estricto derecho, se

desprende un er'ror en la técnica para que se realice el control jurídico que debe hacer

nuestro máximo tribunal.

Ahora bien, atendiendo al fondo del debate planteado es importante observar que

sobre el artlculo ZIS ¿e ta Constitución Nacional se han diseñado una serie de criterios

orientadores, alexponer la Corte Suprema de Justicia, su ámbito de aplicación en sendos

fallos, de los que cito a continuación:

"No obstante, contrariamente a lo planteado por el demandante,
el Pleno de esta corporaciÓn, estima que las exigencias establecidas en

tales artículos no deben ser eliminadas en razón de que las mismas son

requerimientos necesarios que facilitan la tramitación del proceso'

En ese sentido el Pleno de la corte suprema de Justicia mediante
sentencia de 15 de marzo de 2006, se pronunció de la siguiente forma:

'La ausencia de formalismos no debe ser entendida como la

inexistencia de aquellas formas necesarias que permiten un estudio

adecuado de la causa, sino que busca evitar aquel extremo o exceso en

la aplicación u observancia de las formas o elementos necesarios para

su iñterposición de una acción o demanda. Si bien es cierto no se debe

abusar de las formalidades, no hay que perder de vista que la inclusión

de muchas de ellas tienen el objetivo de que lo perdido se encuentre en

debída forma, pennitiendo conocer su verdadero sentido, y evitando la

existencia de incongruencia y redacciones que se alejan del verdadero
quefer det petente, recordando además la trascendental y y.a trillada

importancia'y alcance de una decisión en materia const¡tuc¡onal'"

En otro alcance judicial digno de destacar, vemos el siguiente razonamiento dél

tribunal máximo constitucionalde la República de Panamá:

Bajo este contexto, soy del criterio que lo establecido en el artículo 22 de la Ley

General dá Pensión Alimenticia, no crea un formalismo en el deber de dar alimentos a las

p*on"" que la tey le concede tal derecho, ya que justamente la aplicación de pruebas

iuJtmü¿ai atiende a la revisión de la cuota alimentariay no a su aplicación o instauración
'en donde el legislador de forma flexible permite la incorporación de pruebas en

audiencias, incluéive de copias simptes analizadas desde el prisma de la sana crftica.

No se puede soslayar et derecho a alimentos que mantienen ciertas peft¡onas en

determinadas'condiciones según la regulación de nuestro ordenamiento jurídico, pero

ú;d; sJ puede dejar de vel que cuándo se requiera la revisión de la cuota, ya existe

de iorma pievia una pensión álimenticia, con lo cua! se cumple con este derecho

ónsiitucioital, reconoiido además en los distintos instrumentos intemacionales que

regulan la materia que han sido suscritos por nuestro país'

Mal podrlamos equipar la concesión de una penslQn alimentaria a sus

beneficiários, con la facuftád tribunalicia de determinar la modfficación de esta cr¡ota.

Ár¡ot casos constituyen situaciones distintas que permiten que el legislador disponga

un trámite especifico para cada una de ellas.
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Desde este panorama estamos frente a una regulación jurídica en donde para

acceder a la revisión de la cuota, el legislador dispuso la necesidad de acreditación
probatoria previa para la calificación de la viabilidad o procedibilidad de un acto oral.

Ahora bien, debemos indicar que la necesidad de presentar pruebas justificativas
para la realización de ac.to oralserá viable solo cuando se solicite la revisión en los casos
de: aumento o disminución de las posibilidades de alguno db los obligados a daralimentos
o a recibirlos; asi como en el caso de aumento o disminución de las necesidades de la
persona que tenga derecho a recibir alimerfos.

Ciertamente, cuando se trate de pensiones alimenticias que requerían revisión por
efecto de la pérdida del empleo de alguno de los obligados a dar alimentos o cuando
exista una enfermedad inhabilitante de alguno de los obligados a dar alimentos, el
requisito de la presentación de pruebas justificativas queda excluido, siendo éstas
situaciones de mayor gravedad, optando el legislador por un tÉmite expedito para la
revisión de la cuota alimentaria.

Cabe añadir, que la presentación de pruebas en los procesos legales de nuestro
pals, no se encuentran circunscritas de forma lntegra a momento procesales específicos,
sino a la funcionalidad de las determinadas jurisdicciones y los principios orientadores de
cada una de ellas Por lo tanto, que los medios justificativos en materia de familia se
hayan gestionado de forma previa por disposición legal, no transgrede los criterios
orientadores del proceso.

Las consideraciones que preceden muestran con certeza que la pretensión del
censor constitucional no cumple con los requisitos formales, ni de fondo para anibar a la
declaratoria de inconstitucionalidad, dado que no se cumple con el principio de evidencia
al confrontar las disposiciones legales citadas como infringidas con el precepto
constitucional que tutela la creación de las normas procesgles panameñas.

Paralatramitación de los procesos legales según nuestra legislación nos vemos
compelidos aldesanollo del principio de legalidad que atiende a la vigencia de los mismos
de acuerdo con un sistema de derecho establecido en la ley en que se requiere de
pruebas para justificar la pretensión de las partes, las que jamás podÉn constituirce en
requerimientos formales para la resolución de un caso, puesto que se erigen como el
sustento o justificación de lo pretendido por las partes.

Todo lo expuesto me lleva a concluir que el contenido del instrumento jurídíco

atacado por el activador constitucional, no resulta violatorio del precepto de la
Constitución Política señalado en la demanda que se interpone'.

VI. CONSIDERACIONES DEL PLENO:

Una vez cumplido con los trámites procesales inherentes a este tipo de negocios,

Tribunal Constitucional procede con el análisis de fondo, el cual se pasa a realizar de

integrada dada la conexión entre las normas alegadas y argumentos del demandante.

A tal respecto, vemos que el demandante plantea que parte del contenido del artíc

de la Ley 45 de 14 de octubre de 2016 viola el artículo 215 numeral 1 de la Gonstitución Pol

A su juicio la violación se da en virtud de que la norma exige que la solicitud de modificació

la pensión de alimentos sea acompañada de prueba justíficativa, lo que a su entender s

un formalismo innecesario, ya que es en la etapa de audiencia en donde se ventilan las p

Por su parte, la Procuradora General de la Nación considera que la norma deman

en absotuto presenta vicios de inconstitucionalidad. Contrario a lo sostenido por el demand

la representante del Ministerio Público es del criterio que la Ley General de Pensión Ali
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no es formalista ya que el requis'rto en torno a la prueOa que debe acompañar la solí

modificación de la pensión, atiende a la revisión de la cuota de alimentos y no a su apli

Señala que no se puede equiparar el derecho a alimentos que mantienen ciertas person

determinadas condiciones, con la facultad tribunalicia para determinar la modificación

cuota de la pensión, que es lo que, segtin destaca, regUla la disposición ímpugnada.

En tal sentido, nota el Pleno que el texto demandado, efectivamente, establ

requisito necesario para eltrámite de la revisión de la cuota de pensión alimenticía: elrequ

de aportar la prueba que justifique la solicitud de la mencionada revisión de la cuota;

que segrln la redacción de la norma demandada, deberá demostrar un cambio sustancial

situación económica de las partes, salvo cuando se trate de los casos comprendidos

numerales 1 y 2 del artículo 10 de la Ley 45 de 2016, en cuyo caso la revisión p

manera inmediata.
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^-, A juicio del Pleno, lo anterior en nada infringe los principios constitucionales previsto
Itt 

el numeral I del artículo 215 del Texto Fundamental, en cuanto a simplificación de trám

economía y ausenc¡a de formalismos en materia procesal.

En efecto, esta Colegiatura observa que si bien el artículo 9 de la Ley 45 de

establece como requisito para eltrámite de la solicitud de revisión de la cuota de la pen

aliment6ia, el que se presente prueba justificativa de su pefición ello no supone un formali

ni mucho menos una condición que obstaculice el acceso a tal revisión ante la instancia j

correspondiente.

Eltexto de la norma demandada lo que hace es establecer un requisito minimo que

sirve para que eljuzgadortenga percepción inmediata a@rca de la sustentabilidad a trámi

ta solicitud, al mismo tiempo que favorece la estabilidad de los derechos de ali

reconocidos; que asisten y protegen al beneficiario de la pensión en los términos previ

establecidos.

Por lo anterior, para esta Corporación eltexto demandado no es contrario a lo dis

en el artículo 215 numeral 1 de la Constitución, como tampoco con respecto a

disposiciones constitucionales que en virtud del princípio de univercalidad han de ser

en cuenta en este juicio de constitucionalidad. De hecho, como se ha dicho, el req

establecido en el referido artículo 9 de la Ley 45 de 2016 no es más gue un requerim

mlnimo, que en modo alguno obstaculiza o frena el acceso a la revisión como expresió

acceso a la justicia (elemento que hace parte del debido proceso que recoge la Constituci

el articulo 32 y que conforme a la jurisprudencia constitucional se integra y complem

medio delartÍculo I del Pacto de San José), como tampoco se trata de un requisito in

6

n

1

de

tos

tas

¡ito

nto

del

en

o:'



o gravoso. por el contrario, [a prueba a la que 
"L¿" 

o¡"n" norma, resulk razonable

procura el sustento de la petición que se pUnLe'

En consecuencia, el pleno es de la opinión que eltexto del artfculo I de la Ley 45

2016demandado,noescontrarioa]aConstituciónyasiseproeedeadee|arar.

IV. PARTE RESOLUTIVA:

Portodo|oantesexpuesto'eIP]enode!aCorteSupremadeJusticia,administra

justicia en nombre de la República y por autoridad de la O"v',U=-:T::"Y:::

NeoNsTfTucloNAl- el texto que dice: 'Pam tal efecto' deberá aportar las pruebas

iusfifiquen su peticiÓn que deberán demost¡ar un cambio sustanciat 7n-t::::::::::
de /as parfee salyo tos casos comprcndidos en los numerales'[ y 2 det aúícuto siguiente'

los cuales prceede de manera inmediata ta ¡evisión de Ia cuota' En oaso de seriustifrcadt

.,$ revisión para et aumento, rebaiao suspensrón.'.", contenido en elartículo I de la tey 45

deoctubrede2016,quereforma[a[.ey42de2ol2,GeneraldcFensiónydicta
disposiciones"

Notifíquese, comuRíquese Y Publíq

ffiGDO" t RIO EARRASGO

NAGDO. ABEL A USTO ZAfu1ORANO
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SECRETARIA GENERAL
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PONENTE: LUIS MARIO CARRASCO ENTRADA: 990-17

RccIÓITI DE INcoNSTITUcIoNALIDAD PREsENTADA PoR EL LIcENcIADo
AIvRno ANToNIo nenruAruoez PARA QUE SE DEcLARE INcoNSTITUcIoNAL
pAnRRro oeI RRrfculo 9 DE LA LEY 45 DE 14 DE ocTUBRE DE 2016, QUE
REFoRMA LA LEy 42 DE 2012 cENERAL DE pe¡¡stóru ALtMENTtctA y DtcrA
OTRAS DISPOSICIONES.

SALVAMENTo DE VoTo DE LA MAGISTRADAANGELA Russo oe cgoeÑo

Respetuosamente debo manifestar que disiento de la decisión proferida por la
mayorfa de los Magistrados que integran esta Corporación de Justicia, que DECLARA
QUE NO ES INCONSTITUCIONAL eltexto contenido en el artfculo 9 de la Ley 45 de
14 de octubre de 201 6, que reforma la Ley 42 de 2012 General de Pensión Alimenticia
y dicta otras disposiciones, que expresa: "Para tal efecto, deberá apoftar las pruebas
que justifiquen su petición que deberán demostrar un cambio sustancial en la situación
económica de /as partes, salyo los casos comprendidos en los numerales 1 y 2 del
aftlculo siguiente, en los cuales procede de manera inmediata lá revisión de la cuota.
En caso de ser justificada la revisión para el attmento, rebaja o suspensión..."

Al respecto considero que el párnto demandado sí lesiona el orden
constitucionalen lo que establece elartículo 215 respecto a que las normas procesales
deben inspirarse en el principio de simplificación de trámites y ausencia de formalismos,
puesto que se desconoce la naturaleza de las normas que regulan el proceso de
alimentos que son de orden público.

En este contexto estimo que se impone un formalismo excesivo altrámite que
se sigue en el proceso de alimentos, de alll que era necesario declarar inconstitucional
el pánafo demandado para simplificar y facilitar el acceso a la justicia de toda persona
para que de forma plena pudiera acceder a los tribunales para la protección y
salvaguarda de los derechos que le asisten, en la presente causa, el derecho de
alimentos.

Corresponde considerar que de conformidad con lo que dispone el artfculo I de
la Convención Americana sobre Derechos Humanos en el numeral I debe suprimirse
todo obstáculo que dificulte el acceso a los tribunales, precepto que igualmente es
concordante con lo que señalan Las 100 Reglas de Brasilia sobre elAcceso a la Justicia
de las Personas en Gondición de Vulnerabilidad, adoptadas por este Pleno mediante
Acuerdo N"245 de l3 de abril de 2011, que precisa en la Sección 4a sobre revisión de
los procedimientos y los requisitos procesales como forma para facilitar el acceso a la
justicia, en la Regla N'33 'Se revisarán /as reglas de prccedimiento para facilitar el
acceso de las personas en condición de vulnerabilidad, adoptando aquellas medidas
de organización y de gestión judicial que resulten anducentes a talfin.'

Cabe indicar que esta Regla N'33 refiere como medidas procesales, aquellas
actuaciones que afectan la regulación del procedimiento, tanto en lo que respecta a su
tramitación como a los requisitos exigídos para la práctica de los actos procesales.

Por los motivos expuestos, SALVO MIVOTO

Fecha ut supra.

Ot4+"- fu4^^ e*Q''/-.
ANGELA NUSSO DE CEDEÑO

MAGTSTRADA

u. l,t y\_
YANIXSA Y. YUEN

SECRETARIA GENERAL


